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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / NIEGA / NO EXISTE MORA AL TRAMITAR ACCIÓN POPULAR. "Aunque la funcionaria demandada no ejerció su derecho de defensa, pues no se pronunció en la oportunidad otorgada, considera la Sala que no desconoció los derechos cuya protección invoca el demandante, pues es sabido que el cúmulo de acciones populares por él propuestas tiene congestionados los despachos judiciales de este Distrito Judicial y por tanto, puede considerarse justificado el hecho de que se hayan proferido los autos rechazándolas, apenas un día después de vencido el término legalmente previsto para hacerlo. En consecuencia, se negará el amparo solicitado”. 
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  66001-22-13-000-2016-01007-00
Se deciden en esta sentencia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el Procurador Delegado en Acciones Populares y la Defensoría del Pueblo de la Regional Caldas, a las que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, el Procurador y el Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1.- Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo hasta la saciedad y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2.- Presentó las acciones populares radicadas con los números “2016-404” y “2016-408” que correspondieron al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira el 21 de octubre del año que corre, sin que hayan sido admitidas o rechazadas.

1.3 El Delegado del Ministerio Público debe pronunciarse y ejercer vigilancia en las referidas acciones.
2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita a) se ordene a la funcionaria demandado admitir o rechazar las acciones populares que instauró y b) dar trámite a la solicitud de tutela contra la Defensoría de Manizales para que se le ordene presentar acciones de amparo a su nombre.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 31 de octubre se admitieron las demandas, se decretaron pruebas y se ordenó vincular al señor Alcalde de Pereira, el Procurador y el Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de los demandados en las acciones populares porque no han sido vinculados a esas actuaciones.

2. En el trámite de las acciones de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda refirió que con ocasión de las acciones populares instauradas por el señor Javier Elías Arias Idárraga, se han designado diferentes profesionales de esa entidad para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998. Respecto del objeto de las acciones de tutela, dijo que la situación planteada es ajena al Ministerio Público, entidad que procederá a ejercer su función de control cuando el proceso esté en la etapa de pacto de cumplimiento. Por tanto solicitó su desvinculación del trámite.

2.2 El Defensor del Pueblo Regional Risaralda expresó que del escrito de tutela no se advierte la veracidad de lo afirmado por el actor, toda vez que no relacionó las pruebas que lo acrediten y transcribió los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, respecto de los cuales dice, deberán ser observados por los jueces.
2.3 El señor Alcalde Municipal de esta ciudad, por medio de apoderado, solicitó negar el amparo porque frente a la entidad que representa existe falta de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime que los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado, cuyas decisiones están amparadas en el principio de autonomía judicial.
2.4 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.

Finalmente citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria y solicitó así se declaren las que ahora ocupa la atención de este Tribunal y se compulsen copias a la Fiscalía para que se investigue al demandante.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- Considera el actor lesionados sus derechos al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia porque la jueza accionada no se pronuncia sobre la admisión o rechazo de las acciones populares que propuso.

Así entonces la vulneración de tales garantías fundamentales se atribuye a una supuesta mora judicial, respecto de la cual ha dicho la Corte Constitucional:
“3.5.1. La Constitución Política de 1991 consagra los derechos al debido proceso (art 29) y al acceso a la administración de justicia (art 229), los cuales abarcan dentro de su ámbito de protección: (i) el derecho que tiene toda persona de poner en funcionamiento el aparato judicial; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna frente a las pretensiones que se hayan formulado; y (iii) el derecho a que no se incurran en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones judiciales.
 
…

En desarrollo de lo anterior, el artículo 228 del Texto Superior dispone que: “Los términos se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, al mismo tiempo que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil, al referirse a las obligaciones del juez, determina que uno de sus deberes es: (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.”
 
3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
  Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
 
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.   

 

Como consecuencia de lo expuesto, en cuarto lugar, en los casos de mora judicial injustificada, para que proceda la acción de tutela, (a) además de acreditar la inexistencia de otro (sic) defensa judicial, es necesario que (b) se este (sic) ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios se tornen irreparables. Por último, frente a la mora judicial justificada, según las circunstancias del caso, es posible (i) negar la violación de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sometiendo al interesado al sistema de turnos; (ii) ordenar excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares del afectado; o (iii) en aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios no puedan ser subsanados, se puede ordenar un amparo transitorio en relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. ”

3.- La Ley 472 de 1998 que regula lo concerniente al trámite de las accionas populares y de grupo, en el artículo 5º dice que las mismas se tramitarán con el cumplimiento de los principios constitucionales de economía, celeridad y eficacia, así mismo conmina al juez para que dé al trámite, impulso oficioso y en el 20 expresa: “Admisión de la demanda. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a las presentación de la demanda o petición  inicial, el juez competente se pronunciará sobre su admisión”.
4.- Las copias incorporadas al expediente, acreditan que las  acciones populares a que se refieren las acciones de tutela que ahora se deciden, fueron presentadas a la Oficina Judicial, encargada de hacer el reparto, el 21 de octubre del año que corre y el 31 del mismo mes la funcionaria demandada las rechazó por falta de competencia. También, que este Tribunal otorgó comisión de servicios a la funcionaria accionada durante los días 27 y 28 del mes citado
. 
De lo anterior se infiere que las referidas providencias se dictaron pasado un día de la fecha en que lo debieron ser, pues además fueron festivos los días 22, 23, 30 y 31 del mes citado.

6.- Aunque la funcionaria demandada no ejerció su derecho de defensa, pues no se pronunció en la oportunidad otorgada, considera la Sala que no desconoció los derechos cuya protección invoca el demandante, pues es sabido que el cúmulo de acciones populares por él propuestas tiene congestionados los despachos judiciales de este Distrito Judicial y por tanto, puede considerarse justificado el hecho de que se hayan proferido los autos rechazándolas, apenas un día después de vencido el término legalmente previsto para hacerlo. En consecuencia, se negará el amparo solicitado.
7.- En el mismo sentido se procederá respecto del amparo frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante, requerido para tal fin en el auto que admitió la demanda, no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la acción de tutela que por medio de esta providencia se resuelve. Por ende, se concluye con toda seguridad, que no ha incurrido la referida autoridad en acción u omisión que justifique brindar la protección reclamada.
8.- También frente al Procurador Delegado, porque no ha lesionado derecho alguno que resulte digno de protección, en razón a que ni siquiera alcanzó a ser citado en las acciones populares a que se refieren los hechos de la tutela.

9.- Tal como lo solicita el citado señor, se le expedirán las copias que solicita, a su costa. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el Procurador Delegado en Acciones Populares y la Defensoría del Pueblo de la Regional Caldas, a las que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, el Procurador y el Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO.- Expídanse al actor las copias que solicita, a su costa.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.
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